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COLPENSIONES
Magistrado Sustanciador: 
 MANUEL YARGAZARAY BANDERA
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NULIDAD INCLUSIVE DESDE EL AUTO MEDIANTE EL CUAL AVOCA CONOCIMIENTO / FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA / RECHAZA EL AMPARO - En el caso que concita la atención de la Colegiatura, se tiene que la abogada PAES acude al presente mecanismo constitucional propugnando por la protección de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados al señor JRRO por parte de Colpensiones, toda vez que de acuerdo a la información obrante en el expediente, se tiene que es él el titular de los mismos, no sólo por lo resuelto por el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas laborales en la parte resolutiva de la sentencia por medio de la cual se ordenó el pago de las costas judiciales (ver folio 10), sino también porque en el derecho de petición que adjuntó la letrada a su escrito menciona que actúa en representación del señor JRRO.  

No obstante lo anterior, se tiene que quien promovió la presente acción no justificó que su proceder estuviera amparado en la figura de la agencia oficiosa, ni tampoco acreditó que su intervención en el asunto fuera ostentando la calidad de apoderada judicial, pues no hay nada que acredite que ella cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, al no haber cumplido ni siquiera con la carga de adjuntar el poder que avalara tal calidad.
(…)

De acuerdo a lo anterior, y como viene de decirse, no se encuentra acreditado dentro de la foliatura que además de la intención de actuar en pro de los intereses del señor JRRO, la accionante esté legitimada para hacerlo conforme a algún poder que así lo haya autorizado. 

Conforme a lo expuesto hasta ahora, considera esta Corporación que la Juez A quo debió advertir la falta de legitimación en la causa por activa al momento de recibir la presente solicitud de amparo y estudiar primigeniamente el contenido de la misma, por lo tanto, no le queda alternativa diferente a esta sede de segunda instancia que decretar la nulidad de todo lo actuado en este asunto, inclusive desde el auto proferido el 22 de febrero de 2018, mediante el cual avocó su conocimiento, para en su lugar rechazar el amparo instaurado, tal y como lo ha indicado también la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, en asuntos como el presente, donde no se ha cumplido con el presupuesto de la legitimación en la causa por activa:
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, veinticinco (25) de abril de dos mil dieciocho (2018)   

Hora: 3:45 p.m. 
Aprobado por Acta No. 356 
	Radicación: 
	660013109002 2018 00012 01

	Procedencia: 
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira  

	Accionante: 
	Paula Andrea Escobar Sánchez  

	Accionado: 
	Colpensiones  

	Decisión: 
	Decreta nulidad y rechaza  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la ciudadana PAULA ANDREA ESCOBAR SÁNCHEZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, mediante el cual decidió declarar improcedente la solicitud de amparo invocada por la recurrente en contra de COLPENSIONES.

ANTECEDENTES:

Manifestó la accionante que el día 25 de octubre de 2013 el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas causas profirió sentencia ordinaria mediante la cual resolvió, entre otras cosas, condenar a Colpensiones al pago de unas costas judiciales y agencias en derecho por valor de $1.568.000, decisión que quedó en firme el 12 de noviembre de 2013.
Como quiera que no fue posible obtener el pago de lo ordenado en dicho laudo, a pesar de haberse presentado cuenta de cobro desde el 30 de enero de 2014, se promovió una demanda ejecutiva laboral ante el Juzgado de conocimiento, Despacho que mediante auto del 26 de octubre de 2016 aprobó la liquidación del crédito. 

Sin haber conseguido el cumplimiento de dicha decisión, el 23 de agosto de 2017 la accionante radicó ante Colpensiones un derecho de petición tendiente a garantizar la observancia de la misma, sin embargo, hasta ahora no ha sido posible obtener una respuesta efectiva a la solicitud de pago de las costas judiciales adeudadas por la accionada. 
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados en precedencia solicitó la accionante que se acceda a la solicitud de amparo invocada, y en consecuencia, se ordene a Colpensiones que en el término de 48 horas proceda a dar cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales, en lo referente al pago de las costas judiciales y agencias en derecho a las que fue condenada. 
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación el día 22 de febrero del año que transcurre en contra de Colpensiones. 
Posteriormente, profirió sentencia el 8 de marzo de 2018, por medio de la cual declaró improcedente la solicitud de amparo reclamada, al considerar que había operado el fenómeno jurídico de la carencia de objeto por hecho superado, para lo cual se basó en la respuesta suministrada por la entidad accionada, con la cual dio a conocer que mediante oficio del 5 de marzo de 2018 dio respuesta a la solicitud incoada por la señora Escobar Sánchez ante esa administradora de pensiones. La decisión fue objeto de impugnación por parte de la accionante. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Una vez notificada de la decisión de instancia, la accionante presentó un escrito mediante el cual la impugnó; al respecto, manifestó que si bien ella recibió un memorial por parte de Colpensiones, la misma no puede entenderse como una contestación de fondo, pues no resuelve el asunto planteado por ella en su derecho de petición, dado que no se le indica ni siquiera la fecha en la cual se realizará el pago de las costas judiciales que está reclamando, ello quiere decir que la respuesta suministrada es de mero trámite y sólo está dilatando la resolución de su asunto. 

Así las cosas, requiere que se le brinde claridad por parte de Colpensiones frente a su trámite, para así poder culminar con el mismo, lo cual sólo ocurriría con el pago efectivo de las costas procesales.  
De acuerdo a dichos argumentos, reiteró las pretensiones planteadas en su escrito inicial.     

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por ser el superior jerárquico del Despacho fallador. 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si Colpensiones ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la accionante, de manera que deba revocarse el fallo de primer grado, o si por el contrario le asistió razón a la  Juez A Quo al considerar que lo dicho por la encartada es suficiente para determinar que en la actualidad se encuentran superadas las causales que motivaron la interposición de la acción constitucional.

Sería del caso entrar a resolver de fondo la problemática planteada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un defecto insaneable, relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo constitucional, que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 
Lo anterior por cuanto, si bien es de conocimiento general que la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. 
Al respecto, debe decirse que el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 hace referencia a las personas que están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”. Tal normativa alude que: 

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.  Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

En ese sentido debe precisarse que, en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales se encuentra imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, puede hacerlo por intermedio de un tercero, para que actúe en su nombre bajo la presentación de una de las siguientes dos figuras: 1. La del agente oficioso, o 2. La del apoderado judicial. 
Sobre este tópico se ha pronunciado jurisprudencialmente la H. Corte Constitucional, al establecer los eventos en que se configura la legitimación en la causa por activa:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona  afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.”

En el caso que concita la atención de la Colegiatura, se tiene que la abogada Paula Andrea Escobar Sánchez acude al presente mecanismo constitucional propugnando por la protección de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados al señor José Rodrigo Rendón Ortíz por parte de Colpensiones, toda vez que de acuerdo a la información obrante en el expediente, se tiene que es él el titular de los mismos, no sólo por lo resuelto por el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas laborales en la parte resolutiva de la sentencia por medio de la cual se ordenó el pago de las costas judiciales (ver folio 10), sino también porque en el derecho de petición que adjuntó la letrada a su escrito menciona que actúa en representación del señor Rendón Ortíz.  

No obstante lo anterior, se tiene que quien promovió la presente acción no justificó que su proceder estuviera amparado en la figura de la agencia oficiosa, ni tampoco acreditó que su intervención en el asunto fuera ostentando la calidad de apoderada judicial, pues no hay nada que acredite que ella cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, al no haber cumplido ni siquiera con la carga de adjuntar el poder que avalara tal calidad. 
Al respecto dijo la Corte Constitucional en la Sentencia T-493 de 2007, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 previamente citado:  
“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso. 

ii) Si se trata de representante judicial, que obviamente ha de ser un profesional del derecho, surge la obligación de demostrar la existencia del correspondiente mandato, en la medida en que por tratarse de derechos fundamentales se requiere de poder especial.

iii) Y en el evento que se actúe como agente oficioso, además de manifestar tal circunstancia en la solicitud, tiene la carga de acreditar la indefensión del titular de las garantías cuya tutela se demanda.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original).
Así mismo, el Órgano de Cierre Constitucional señaló en Sentencia T–975 de 2005 las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) se ha pronunciado en varias oportunidades acerca de la necesidad de cumplir con los requisitos generales que establece el Decreto 196 de 1971 sobre el ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”

“En la sentencia T-531 de 2004 se señalaron los siguientes requisitos para la presentación demandas de tutela mediante apoderado judicial: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.”
De acuerdo a lo anterior, y como viene de decirse, no se encuentra acreditado dentro de la foliatura que además de la intención de actuar en pro de los intereses del señor José Rodrigo Rendón Ortíz, la accionante esté legitimada para hacerlo conforme a algún poder que así lo haya autorizado. 
Conforme a lo expuesto hasta ahora, considera esta Corporación que la Juez A quo debió advertir la falta de legitimación en la causa por activa al momento de recibir la presente solicitud de amparo y estudiar primigeniamente el contenido de la misma, por lo tanto, no le queda alternativa diferente a esta sede de segunda instancia que decretar la nulidad de todo lo actuado en este asunto, inclusive desde el auto proferido el 22 de febrero de 2018, mediante el cual avocó su conocimiento, para en su lugar rechazar el amparo instaurado, tal y como lo ha indicado también la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, en asuntos como el presente, donde no se ha cumplido con el presupuesto de la legitimación en la causa por activa: 
“En ese orden de ideas, al no cumplirse el presupuesto de procedibilidad de legitimación por activa, lo procedente será abstenerse de resolver la impugnación formulada, decretar la nulidad de la actuación a partir del auto mediante el cual el Tribunal a quo admitió a trámite el libelo y en consecuencia, rechazar la demanda de tutela presentada por SEBASTIÁN GÓMEZ SÁNCHEZ.

Lo anterior, no obsta para que GÓMEZ SÁNCHEZ acuda a la vía de tutela, en representación del verdadero afectado con la presunta vulneración de garantías fundamentales endilgada a la autoridad accionada, claro está, siempre y cuando cumpla los requisitos exigidos en el Decreto 2591 de 1991 para la admisión de la demanda.”

DECISIÓN:

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD  del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira el 8 de marzo de 2018, de acuerdo a lo manifestado en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: RECHAZAR la solicitud de amparo invocada por la ciudadana PAULA ANDREA ESCOBAR SÁNCHEZ en contra de COLPENSIONES, por falta de legitimación en la causa por activa. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

�Sentencia T-176/11 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Tutela ATP5886-2017 - Radicación N.º 93648 – MP. Patricia Salazar Cuéllar
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